Seguimiento de la Resolución del Parlamento Europeo sobre una administración de la Unión Europea abierta, eficaz e independiente, adoptada por la Comisión el 4 de octubre de 2016
1.
Resolución presentada en virtud del artículo 128, apartado 5, del artículo 123, apartado 2, y del artículo 46, apartado 6, del Reglamento del Parlamento Europeo por la Comisión de Asuntos Jurídicos (JURI)
2.
Número de referencia del PE: B8-0685/2016 / P8_TA-PROV(2016)0279
3.
Fecha de adopción de la Resolución: 9 de junio de 2016
4.
Asunto: Derecho administrativo europeo
5.
Breve análisis o evaluación de la resolución y de lo solicitado en ella:
El Parlamento Europeo, después de recordar que, en su Resolución de 15 de enero de 2013, había pedido, con arreglo al artículo 225 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), que se adoptara un Reglamento sobre una administración de la Unión Europea abierta, eficaz e independiente con arreglo al artículo 298 del TFUE y que a ello no siguió una propuesta de la Comisión, invita a la Comisión a que estudie la propuesta de Reglamento del Parlamento y le pide que presente una propuesta legislativa para su inclusión en su programa de trabajo del año 2017.
Se adjunta un proyecto de Reglamento, elaborado por un grupo de trabajo de la Comisión JURI, creado en 2013, y que contiene una serie de derechos y obligaciones de carácter administrativo que el Parlamento desea ver aplicados.
6.
Respuesta a las solicitudes y resumen de las medidas adoptadas o por adoptar por la Comisión:
La Comisión agradece el Parlamento Europeo que haya planteado el importante tema de una administración de la Unión Europea abierta, eficaz e independiente. Ha analizado meticulosamente el trabajo realizado por el Parlamento y seguirá colaborando con este y las demás instituciones sobre todas las opciones y argumentos fundados sobre dónde y cómo podemos mejorar el funcionamiento de nuestra administración.
La Comisión se ha comprometido a garantizar que los ciudadanos, las empresas y las partes interesadas pueden interactuar con una administración abierta, independiente y eficiente. A tal fin, la Comisión, al igual que los demás órganos e instituciones, dispone de un sólido conjunto de normas horizontales que regulan su conducta administrativa, entre las que figuran las disposiciones generales del Código Europeo de Buena Conducta Administrativa y una serie de disposiciones en materia financiera y de personal, de protección de datos y de acceso a los documentos, por citar solo algunas. Es importante que los mecanismos existentes se sometan a revisión para tener en cuenta los cambios que puedan producirse a lo largo del tiempo.
La Comisión también hace hincapié en el potencial que encierra la administración electrónica para reducir la carga administrativa y hacer más eficaces las administraciones públicas
, así como en su portal de transparencia de la UE, que ofrece a los ciudadanos un acceso directo a la información necesaria para estar mejor informados y mejor preparados para seguir el proceso decisorio de la UE y participar en este.
Además de las prácticas y las normas horizontales aplicables, la filosofía y el trabajo cotidiano de la administración de la UE se rigen por los principios de buena administración, que incluyen la legalidad y la proporcionalidad, el acceso a los expedientes y la obligación de motivación, la igualdad de trato y la no discriminación, la atemporalidad, el derecho a ser oído y los derechos en relación con el uso de las lenguas.
La Comisión analiza cada uno de los casos de presunta mala gestión e intentará corregir cualquier error que se haya cometido. También colabora constructivamente con todas las investigaciones del Defensor del Pueblo Europeo relativas a sus actividades.
Puesto que la UE administra actividades diversas y muy especializadas en su mayoría, su gestión se basa también en normas sectoriales. Los ciudadanos y las empresas afectadas por tales actividades especializadas tienen garantizados derechos administrativos específicos.
Por el momento, la Comisión no está convencida de que las ventajas de utilizar un instrumento legislativo que codifique el Derecho administrativo sean superiores a sus costes. Seguir la propuesta del Parlamento no solo significaría promulgar nueva legislación, sino que también requeriría la revisión de gran cantidad de legislación vigente de la UE. Aunque se haga con cuidado y sentido de la proporción, es probable que la codificación dé lugar a problemas de delimitación del ámbito de aplicación de las normas generales y específicas, lo que no hará más clara la legislación ni más fácil litigar para las empresas y los ciudadanos afectados.
También eliminaría la flexibilidad necesaria para adaptarse a necesidades concretas. El proyecto de Reglamento del Parlamento también confirma estos retos y dificultades. El texto no precisa cuáles son las lagunas e incoherencias de la legislación vigente, y, por lo tanto, cómo estaría justificado presentar soluciones legislativas horizontales como respuesta proporcionada para solventarlas. Tampoco evalúa la incidencia concreta de las disposiciones que contiene.
Mientras que el texto afirma ser sin perjuicio de las actuales normas y derechos en virtud de la legislación específica de la Unión, no contempla ningún mecanismo jurídico que permita garantizar la delimitación entre las normas generales y las específicas, sino que más bien parece sugerir que se seguiría aplicando un análisis caso por caso. Por último, se plantea la cuestión de la manera de determinar las actividades administrativas de los órganos e instituciones que estarían sujetas a las nuevas normas.
En vez de proceder a una codificación muy compleja y de dudoso valor añadido, la Comisión cree que debemos seguir resolviendo los problemas concretos que puedan surgir, analizar sus causas profundas y tomar luego las medidas que resulten necesarias.
_________
� Véase el Plan de Acción Europeo sobre Administración Electrónica 2016-2020.
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